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Situación de los derechos humanos en el Sudán

Resolución de la Comisión de Derechos Humanos 2002/16

La Comisión de Derechos Humanos,

Reafirmando que todos los Estados Miembros tienen la obligación de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales establecidos en la Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos, los Pactos Internacionales de derechos humanos y otros instrumentos de derechos humanos pertinentes, y el deber de cumplir las obligaciones que han asumido en virtud de los diversos instrumentos internacionales en esta esfera,

Teniendo presente que el Sudán es Parte en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención sobre los Derechos del Niño, la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos y los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativos a la protección de las víctimas de guerra,

Recordando las resoluciones anteriores de la Asamblea General y de la Comisión de Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en el Sudán, la última de las cuales es la resolución 2001/18, de 20 de abril de 2001, y tomando nota de la resolución 56/175 de la Asamblea, de 19 de diciembre de 2001, 

Expresando su firme convencimiento de que los avances hacia un arreglo pacífico del conflicto en el Sudán meridional contribuirán en buena medida a crear un ambiente más favorable al respeto de los derechos humanos en el Sudán, y convencida de que todas las partes en el conflicto deben hacer todo lo que esté a su alcance para realizar esfuerzos concretos encaminados a lograr una solución pacífica, amplia y duradera del conflicto, 

Expresando su preocupación por la situación humanitaria y de los derechos humanos en el país y consciente de la apremiante necesidad de que el Gobierno del Sudán aplique otras medidas eficaces en materia de derechos humanos y socorro humanitario para proteger a la población civil de los efectos del conflicto armado, 

Tomando nota de la resolución 1372 (2001) del Consejo de Seguridad, de 28 de septiembre de 2001, en la que el Consejo decidió poner fin, con efecto inmediato, a las medidas mencionadas en los párrafos 3 y 4 de su resolución 1054 (1996), de 26 de abril de 1996, y del párrafo 3 de su resolución 1070 (1996), de 16 de agosto de 1996,

1.
Acoge con beneplácito:

a)
El informe provisional del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos en el Sudán presentado a la Asamblea General en su quincuagésimo sexto período de sesiones (A/56/336) y el informe sobre la situación de los derechos humanos en el Sudán presentado a la Comisión en su período de sesiones en curso (E/CN.4/2002/46);

b)
La cooperación que el Gobierno del Sudán prestó al Relator Especial durante sus visitas al Sudán de octubre de 2001 y de febrero y marzo de 2002, así como su cooperación con quienes desempeñan otros mandatos de las Naciones Unidas en la esfera de los derechos humanos;

c)
El acuerdo de cooperación técnica firmado el 29 de marzo de 2000 por el Gobierno del Sudán y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y el comienzo del programa de cooperación técnica con instituciones gubernamentales y organizaciones de la sociedad civil;

d)
El Acuerdo de Paz en el Sudán de 1997, la aceptación de la Declaración de Principios como base de las negociaciones, la declaración del acuerdo de cesación del fuego en las montañas Nuba firmado el 19 de enero de 2002 por el Gobierno del Sudán y el Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés (Nuba) y el establecimiento de la Comisión Militar Mixta y de la Unidad Internacional de Vigilancia para aplicar y vigilar la cesación del fuego, así como la prohibición del sembrado de minas, la eliminación de minas de la zona y el libre desplazamiento de civiles y mercancías, inclusive la asistencia humanitaria, y señala que la cesación del fuego forma parte de esfuerzos más amplios por mejorar la situación humanitaria general en el Sudán y en las montañas Nuba;

e)
El acuerdo, firmado en Jartum el 10 de marzo de 2002 entre el Gobierno del Sudán y el Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés, para proteger de ataques militares a los civiles y las instalaciones civiles;

f)
El compromiso del Gobierno del Sudán de establecer un consejo asesor de los cristianos y nombrar a cristianos en cargos de alta jerarquía en el Ministerio de Asuntos Religiosos y de promover el diálogo entre religiones;

g)
El Decreto N.º 14/2002, de 26 de enero de 2002, del Presidente de la República del Sudán, por el que se restablece el Comité para la Erradicación del Secuestro de Mujeres y Niños y se le asignan nuevas competencias, y el compromiso contraído por el Gobierno y el Ejército/Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés de apoyar una comisión internacional que examine el fenómeno de los secuestros y proponga recomendaciones constructivas, así como la cooperación que han prestado al Comité las comunidades locales, y el apoyo de la comunidad internacional y de las organizaciones no gubernamentales; 

h)
La cooperación que han prestado el Gobierno del Sudán y el Ejército/Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés a los organismos de asistencia humanitaria de las Naciones Unidas, incluso en el contexto de la Operación Supervivencia en el Sudán, para mitigar las consecuencias de la guerra para los civiles, y su compromiso de permitir días y zonas de tranquilidad, y hace hincapié en la necesidad de incrementar el acceso a los organismos humanitarios de las Naciones Unidas y el apoyo a los mismos;

i)
La visita que realizó, por invitación del Gobierno del Sudán, el Representante del Secretario General sobre los desplazados internos, así como el compromiso del Gobierno de perseverar en sus esfuerzos por resolver el problema de las personas desplazadas y hacer un seguimiento eficaz de la visita del Representante, entre otras cosas mediante la preparación de un estudio amplio con miras a elaborar una política nacional sobre el desplazamiento interno y mediante la celebración en el futuro cercano de una conferencia sobre la cuestión;

j)
La desmovilización y repatriación de más de 3.500 niños soldados en estrecha cooperación entre el Ejército/Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia;

k)
El compromiso del Gobierno del Sudán de facilitar el establecimiento de una comisión nacional independiente de derechos humanos e insta al Gobierno del Sudán a que cumpla su compromiso;

l)
Las medidas que el Gobierno del Sudán ha adoptado con miras a ratificar el Convenio relativo a la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación, de 1999 (N.º 182), de la Organización Internacional del Trabajo, así como para ratificar la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes;

m)
El compromiso del Gobierno del Sudán de iniciar un programa de educación cívica para la democracia y de crear un mecanismo de enlace entre partidos para seguir fomentando la democratización, la cooperación con los partidos de la oposición y la participación de éstos en el Gobierno a nivel tanto federal como estatal, y pide al Gobierno del Sudán que celebre elecciones libres e imparciales en un futuro cercano;

2.
Observa con profunda preocupación:

a)
La prórroga del estado de excepción hasta finales de 2002;

b)
Las repercusiones del conflicto armado en curso en la situación de los derechos humanos y sus efectos negativos para la población civil, en particular las mujeres y los niños, y el hecho de que todas las partes en el conflicto sigan perpetrando graves infracciones de los derechos humanos, las libertades fundamentales y el derecho internacional humanitario, en particular:


i)
Los casos, especialmente en el contexto del conflicto en el Sudán meridional, de utilización de niños como soldados y combatientes, de alistamiento forzoso, de desplazamiento forzoso, de detenciones arbitrarias, torturas y maltratos de civiles y de ejecuciones sumarias y arbitrarias, así como los casos aún no resueltos de desapariciones forzosas o involuntarias;


ii)
La continuación de la difícil situación de las personas desplazadas internamente en el Sudán, en particular mujeres y niños, y su falta de acceso a la protección y la ayuda, inclusive en zonas aledañas a los yacimientos petrolíferos, toma nota de la invitación cursada por el Gobierno del Sudán al Relator Especial para que visite las zonas petrolíferas y alienta al Gobierno del Sudán a que facilite la visita proyectada de la Red interinstitucional de alto nivel sobre desplazamiento interno;


iii)
Que los grupos de murahaleen y otras milicias del Gobierno secuestren mujeres y niños y los sometan a trabajos forzados o penurias similares;


iv)
El comportamiento negativo de las milicias indisciplinadas en el sur, armadas por el Ejército del Sudán y por el Ejército/Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés, a las que cabe la responsabilidad por matanzas, torturas, violaciones, secuestros y la destrucción de viviendas y medios de vida;


v)
Los bombardeos aéreos generalizados e indiscriminados y los ataques por el Gobierno del Sudán, en particular los bombardeos de escuelas, hospitales, iglesias, zonas de distribución de alimentos y mercados, y expresa también honda preocupación por el reciente ataque del Gobierno contra un centro de distribución de alimentos de las Naciones Unidas en el Sudán meridional el 20 de febrero de 2002;


vi)
La utilización de locales civiles para fines militares, así como el uso de armas, inclusive minas terrestres, y el fuego de artillería indiscriminado contra la población civil;


vii)
Las medidas adoptadas por los dirigentes del Ejército/Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés para impedir que los ancianos, mujeres y jóvenes tribales participaran en reuniones de la sociedad civil tales como la conferencia de los Nuer, celebrada en Kisumu (Kenya) del 16 a 22 de junio de 2001;

c)
Las violaciones de los derechos humanos que siguen teniendo lugar en zonas que se encuentran bajo el control del Gobierno del Sudán, en particular:


i)
Las restricciones de la libertad de culto, de asociación, de reunión y de expresión;


ii)
Las restricciones impuestas a la libertad política, a pesar de que en marzo de 2000 la Ley de asociaciones políticas de 1998 fue reemplazada por la Ley de asociaciones y partidos políticos, el hecho de que se impida a los políticos de la oposición viajar fuera del Sudán y la prohibición impuesta a algunos partidos de celebrar reuniones públicas, sobre todo en las regiones;


iii)
La detención y prisión arbitraria sin juicio, en particular de opositores políticos, defensores de los derechos humanos y periodistas, la falta de representación jurídica en muchos juicios, la reactivación en 2001 de tribunales sumarios especiales, que se ha traducido en la imposición de penas severas en muchos casos, así como la enmienda de la Ley relativa a las fuerzas de seguridad del Estado que permite renovar el período de detención temporal como medida preventiva, prácticamente sin limitaciones, y la enmienda de la Ley de procedimiento criminal que confiere a la policía atribuciones ampliadas en grado innecesario;


iv)
La medida en que se infligen las formas más crueles de castigos corporales en contravención de las reglas y normas de derechos humanos, así como la detención en condiciones precarias, en particular por parte de los órganos de seguridad, los organismos de inteligencia y la policía, mientras se alienta al poder judicial a ejercer más control sobre esos organismos;


v)
La discriminación de facto y de jure contra las mujeres y las niñas, inclusive la práctica generalizada de la mutilación genital femenina, la legislación laboral enmendada que impide a la mujer trabajar en lugares públicos, el acoso de la mujer por las fuerzas de seguridad y las deplorables condiciones imperantes en las cárceles de mujeres;


vi)
La imposición de la pena de muerte haciendo caso omiso de lo dispuesto en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y de las salvaguardias de las Naciones Unidas;

3.
Insta a todas las partes en el conflicto que persiste en el Sudán a que:

a)
Respeten y protejan los derechos humanos y las libertades fundamentales, respeten plenamente el derecho internacional humanitario, particularmente la necesidad de proteger a los civiles y los recintos civiles, y faciliten, entre otras cosas, el retorno, la repatriación y la reintegración voluntarios de los refugiados y las personas internamente desplazadas a sus hogares, y se cercioren de que los responsables de las violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario sean sometidos a la acción de la justicia;

b)
Apliquen el acuerdo de Jartum para proteger a los civiles y las instalaciones civiles de ataques militares y al Gobierno del Sudán, en particular, a que ponga fin inmediatamente a todos los bombardeos aéreos indiscriminados y a los ataques contra la población civil e instalaciones civiles, con inclusión de escuelas, hospitales, iglesias, zonas de distribución de alimentos y mercados, y al Ejército de Liberación del Pueblo Sudanés a que se abstenga de apropiarse indebidamente de la asistencia humanitaria y de desviar suministros de socorro, en particular alimentos, para que no lleguen a los civiles que debían recibirlos;

c)
Dejen de utilizar milicias tribales que cometen abusos de los derechos humanos;

d)
Den acceso pleno, en condiciones de seguridad y sin trabas a todos los organismos internacionales y las organizaciones humanitarias para facilitar por todos los medios posibles la prestación de asistencia humanitaria, de conformidad con el derecho internacional humanitario, a todos los civiles que necesitan protección y ayuda, sigan cooperando con la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios y con la Operación Supervivencia en el Sudán para brindar esa asistencia, y tomen medidas contra los responsables de secuestros, acoso y uso de la fuerza contra personal de las Naciones Unidas y de organizaciones humanitarias;

e)
Se abstengan de emplear o reclutar niños menores de 18 años de edad como soldados y cumplan los compromisos contraídos relativos a la protección de los niños afectados por la guerra, como los de poner término a la utilización de minas terrestres antipersonal y a los ataques contra lugares donde suele haber muchos niños, así como al secuestro y la explotación de niños, e insta a que prosiga el proceso de desmovilización de niños soldados que actualmente lleva a cabo el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia con la cooperación del Ejército/ Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés;

f)
Permitan que se realice una investigación independiente del asesinato condenado de cuatro sudaneses que fueron secuestrados el 18 de febrero de 1999 cuando viajaban con un equipo del Comité Internacional de la Cruz Roja que cumplía una misión humanitaria y posteriormente fueron asesinados mientras se encontraban detenidos por el Ejército/Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés, e insta al Ejército/Movimiento de Liberación del Pueblo Sudanés a que entregue los cadáveres de esas personas a sus familiares;

4.
Exhorta al Gobierno del Sudán a que:

a)
Cumpla plenamente sus obligaciones de conformidad con los instrumentos internacionales de derechos humanos en los que el Sudán es Parte y promueva y proteja los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como que respete sus obligaciones de conformidad con el derecho internacional humanitario;

b)
Tome todas las medidas que sean eficaces, entre otras la ratificación de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, para cesar e impedir todos los actos de tortura y los tratos crueles, inhumanos o degradantes, inclusive la amputación, y para poner fin al uso de tribunales de orden público, especiales o de otro tipo que apliquen esas penas;

c)
Firme y ratifique la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y tome medidas para asegurar a las mujeres y las niñas el disfrute pleno y en condiciones de igualdad de sus derechos humanos;

d)
Ratifique la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción, de 1997;

e)
Vuelva a la normalidad constitucional con la mayor rapidez posible y adopte nuevas medidas para promover un entorno propicio a un auténtico proceso de democratización que refleje las aspiraciones del pueblo y asegure su plena participación, al imperio de la ley y a mejoras en la esfera de los derechos humanos, ajustando en mayor medida su legislación a la Constitución y a los instrumentos internacionales de derechos humanos aplicables en que el Sudán es Parte;

f)
Liberalice el sistema de mantenimiento del orden público, inclusive mediante la abolición de la policía de seguridad de la comunidad, y prosiga su asimilación a un sistema normal de justicia penal, teniendo presente la vulnerabilidad y los derechos del acusado, especialmente de las mujeres desplazadas, al aplicar el imperio de la ley y dictar sentencias, y aplique las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos;

g)
Haga respetar cabalmente la libertad de culto y, a este respecto, consulte plenamente a las autoridades religiosas y otras partes interesadas cuando considere nuevas leyes sobre actividades religiosas, levante los obstáculos a la autorización para construir edificios religiosos y respete el carácter sagrado de los edificios religiosos y resuelva los problemas pendientes sobre bienes de la Iglesia;

h)
Haga respetar plenamente en todo el territorio del Sudán la libertad de expresión, opinión, asociación y reunión, y aplique plenamente la legislación vigente, incluido el procedimiento de apelación, para salvaguardar los derechos humanos y la democracia, en particular la Ley de asociaciones y partidos políticos;

i)
Aumente la edad mínima de responsabilidad penal de los niños a fin de tener en cuenta las observaciones del Comité de los Derechos del Niño;

j)
Se cerciore de que la pena de muerte no sea impuesta salvo para los crímenes más graves y de que no sea impuesta en contravención de las obligaciones contraídas en virtud del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y de las salvaguardias de las Naciones Unidas;

k)
Refuerce las medidas adoptadas para prevenir y hacer cesar los secuestros de mujeres y niños que tienen lugar en el contexto del conflicto en el Sudán meridional, disponga lo necesario para que se sancione según proceda a todo el que no preste su cooperación, someta a juicio a los autores de secuestros que se nieguen a cooperar, facilite la devolución de los niños afectados a sus familias en condiciones de seguridad, adopte medidas adicionales para erradicar la práctica, en particular los casos relacionados con el paso del ferrocarril gubernamental por Bahr al Ghazal, y aplique el decreto presidencial por el que se ordena la plena cooperación con el Comité para la Erradicación del Secuestro de Mujeres y Niños y preste apoyo más resuelto y efectivo a la labor de dicho Comité, garantizando la financiación, los recursos y el personal necesarios para sus actividades;

l)
Exija que se ponga fin a la impunidad de las violaciones de los derechos humanos y lleve ante los tribunales a los autores de tales violaciones en conformidad con el imperio de la ley, y refuerce la función del Consejo Asesor del Sudán para los Derechos Humanos de investigar todas las violaciones de los derechos humanos denunciadas, inclusive los actos de tortura;

m)
Cree un marco jurídico que facilite el establecimiento de organizaciones en la esfera de los derechos humanos con miras a poner fin a la situación de inseguridad, acoso, intimidación y persecución que padecen esas organizaciones por parte de los órganos de seguridad;

5.
Alienta al Gobierno del Sudán a seguir cooperando con las Naciones Unidas en el ámbito de los derechos humanos, por conducto del Relator Especial y de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, así como de su experto en Jartum encargado de asesorar al Gobierno acerca de la formación de capacidad nacional para promover y proteger los derechos humanos;

6.
Exhorta a la comunidad internacional a que:

a)
Incremente su apoyo a las actividades destinadas a promover un mayor respeto de los derechos humanos y el derecho humanitario, en particular las del Comité para la Erradicación del Secuestro de Mujeres y Niños;

b)
Estudie la forma de ampliar la Oficina del Alto Comisionado a fin de que incluya una función de fiscalización destinada a mejorar el respeto de los derechos humanos y el derecho humanitario;

7.
Decide:

a)
Prorrogar por otro año el mandato del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos en el Sudán y pide al Relator Especial que presente un informe provisional a la Asamblea General en su quincuagésimo séptimo período de sesiones y que informe a la Comisión en su 59.º período de sesiones sobre la situación de los derechos humanos en el Sudán y siga teniendo presente una perspectiva de género en el proceso de presentación de informes;

b)
Pedir al Secretario General que siga proporcionando toda la asistencia necesaria al Relator Especial para que pueda cumplir plenamente su mandato.

48.ª sesión,

19 de abril de 2002.

[Aprobada en votación registrada por 25 votos contra 24 y 4 abstenciones.  

E/2002/23- E/CN.4/2002/200, véase cap. IX.]
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